Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 17 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Los señores Senadores Eber Da Rosa, Francisco Gallinal, Jorge Larrañaga y Carlos Moreira 
presentan con exposición de motivos un proyecto de ley por el que se establecen modificaciones a la 
Ley N* 18.437, de 12 de diciembre de 2008, Ley General de Educación. (Carpeta N* 1243/2013 - 
Distribuido N* 2181/2013). 


-El señor Senador Ope Pasquet presenta con exposición de motivos un proyecto de ley por el 
que se establece que las donaciones dispuestas por organismos públicos, personas de derecho 
privado en cuyo órgano de dirección participen organismos públicos y personas de derecho público no 
estatales, constituyen materia de información pública, accesible en los términos de la Ley N* 18.381, 
de 17 de octubre de 2008 y sus modificativas (Derecho a la Información Pública). (Carpeta 
N* 1236/2013 - Distribuido N* 2182/2013).” 


-La Comisión de Educación y Cultura del Senado tiene el agrado de recibir a una delegación 
integrada por representantes de la Escuela Nacional de Policía y del Consejo Directivo Central de la 
ANEP. El motivo de la invitación a tan dignos conciudadanos está vinculado con el proyecto de ley que 
esta Comisión está analizando, relacionado con el rediseño de la educación policial y militar. 


Como algunos señores Senadores solicitaron escuchar su opinión, se definió convocarlos a todos 
ustedes en esta forma tan sui géneris. Lo que vamos a hacer es darles a cada uno el uso de la palabra 
para escuchar los comentarios que quieran realizar, y una vez que lo hagan se les dará la oportunidad 
a los señores Senadores para realizar las consultas que quieran. 


La señora Directora de la Escuela Nacional de Policía no se encuentra presente, pero está 
representándola el licenciado Diego, a quien primero le cederíamos el uso de la palabra para escuchar 
sus opiniones sobre el proyecto de ley relacionado con esa institución educativa. 


SEÑOR DIEGO.- Buenas tardes para todos y todas. 


Quien habla es el Mayor Jhonny Diego, en este momento encargado del despacho de la Escuela 
Nacional de Policía. Junto con la Comisión, fuimos corredactores del proyecto de ley y estamos al tanto 
de las modificaciones que se han introducido, que no son sustanciales, y con las que estamos de 
acuerdo. 


Nos llegó una propuesta de modificación de los artículos 6%, 12 y 17. El artículo 6” propuesto 
establece que las carreras de los Sistemas de Educación Policial y Militar que otorgan títulos 
universitarios de grado y posgrado deberán ser reconocidas por el Ministerio de Educación y Cultura. 
Nosotros habíamos puesto “las instituciones” porque, como paso previo para que las carreras puedan 
ser avaladas por el MEC, ellas tendrían que ser reconocidas como tales por dicho Ministerio, y no lo 
están. Eso es lo que nos pasa en la actualidad, por ejemplo, con la Licenciatura de Seguridad Pública, 
que fue creada por decreto. Es así que está reconocida la Licenciatura pero no el instituto. Quiere decir 
que la Escuela Nacional de Policía no está reconocida. 


En cuanto al artículo 12, no tenemos inconvenientes con la disposición en sí. Dice: “El Sistema 
Educativo Policial se organizará, según corresponda, en los niveles equivalentes a los establecidos en 
el Capítulo ll de la Ley N* 18.437, de 12 de diciembre de 2008, pudiendo efectivizarse en las 
modalidades de educación a distancia y semipresencial”. Lo único que podemos agregar es que el 
artículo original era mucho más amplio, más abarcativo. De todos modos, reitero, no tenemos 
objeciones con las modificaciones. 


Por su parte, el artículo 17 refiere al Sistema Educativo Militar y, entonces, dejaremos que lo comenten 
los colegas del Ministerio de Defensa Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A fin de que a los señores Senadores les quede claro, lo que acaba de hacer 
el licenciado Diego es informarnos sobre tres artículos que fueron remitidos a nuestros despachos por 
parte del maestro Garibaldi y el profesor Planchón. 


Según lo expresó el Inspector, La Escuela Nacional de Policía está de acuerdo con el proyecto de ley. 


SEÑORA MOREIRA.- Quisiera una precisión con respecto al primer comentario; está claro que el 
segundo refiere a que no tendrían inconvenientes con la supresión en los escalafones y el otro, a la 
Educación Militar. Señaló que las carreras no están reconocidas por el Ministerio de Educación y 
Cultura. 


SEÑOR DIEGO.- Son los institutos los que no están reconocidos. 
SEÑORA MOREIRA.- ¿Cómo funcionan sin ese reconocimiento? 


SEÑOR DIEGO.- Digamos que hay un reconocimiento de hecho. De acuerdo con el decreto vigente, 
presentamos los títulos de nuestros egresados para el control por parte del Ministerio y el registro 
correspondiente. Lo que está reconocido es el título, la carrera, pero no el instituto. Es como si el 
instituto estuviera en el aire porque, insisto, no está reconocido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradecemos mucho los aportes que ha realizado. Quizás en el transcurso 
de la sesión surjan algunas otras dudas, que ameriten nuevamente su intervención. 


En representación del Consejo Directivo Central y de la ANEP nos visitan los consejeros Javier Landoni 
y Teresita Capurro, a quienes damos la bienvenida. 


SEÑOR LANDON!.- Quisiéramos dividir nuestra intervención -que será breve- en dos etapas. En 
primer lugar, cabría una valoración general de la iniciativa. Analizamos el proyecto de ley en su 
conjunto y el mismo constituye -estamos convencidos de ello- un aporte fundamental para la 
democratización de la formación de las Fuerzas Armadas y de la Policía. Creemos firmemente que 
unas Fuerzas Armadas y una Policía eficientes encuentran un mejor soporte en una buena formación. 
Por eso, queremos destacar el artículo 15 de la iniciativa presentada, que coincide con los artículos 3" 
y 15 de la Ley de Educación. Asimismo, señalamos que existe una conexión muy importante entre el 
sistema de educación militar y policial y la educación pública. Además, vale la pena señalar la estrecha 
conexión con la Ley N* 18.437, “Ley General de Educación”, partiendo del hecho de que considera a la 
educación como un derecho. Igualmente, merece la pena destacar lo manifestado por el artículo 5* del 
proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes con respecto a la existencia de “líneas 
transversales detalladas para todas las modalidades educativas del Sistema Nacional de Educación”. 


A su vez, consideramos pertinente que se establezcan formas de llevar adelante la propuesta 
educativa en diversas modalidades, superando una exclusiva formación presencial. Destacamos como 
muy importante la posibilidad de realizar esta formación a distancia o a distancia semipresencial, lo que 
democratizaría el acceso a la educación. 


Asimismo, constituye un avance significativo -muy especialmente para la ANEP- el hecho de 
permitir la formación de guardias de seguridad con o sin armas. ¿Por qué hacemos esta aclaración? 


Justamente, en este proceso de cambios en el sistema de seguridad en centros educativos y con el 
cambio de la política impulsada por el Ministerio del Interior, hemos tenido que acudir a nuevas formas 
de preservar, tanto la seguridad de los estudiantes, como de los bienes públicos. Por tanto, hemos 
recurrido a experiencias bastante innovadoras para la educación pública -como es el hecho de trabajar 
con empresas de seguridad, lo que nos parece de fundamental-, como es el hecho de contar con la 
seguridad que nos brinda la Policía en los centros educativos. 


Por otra parte, la estructura de la educación policial por niveles -establecida en el artículo 13-, 
así como la movilidad de estudiantes y equivalencias, son aspectos que facilitan y orientan la 
navegabilidad. Destacamos como muy importante la posibilidad de reconocimiento de trayectorias 
educativas y que, al igual que en la propuesta general de la educación pública, a aquellos estudiantes 
que ingresen a la educación militar o policial también se les reconozca trayectos y puedan navegar 
dentro del sistema en cualquiera de sus niveles. 


También hacemos nuestros los artículos 6%, 12 y 17 enviados por el Ministerio de Educación y Cultura. 


En la segunda etapa de nuestra intervención planteamos algunas propuestas, que pasamos a 
describir. El artículo 16 hace referencia a la integración de las autoridades de la educación del sistema 
policial y militar -más que un aporte, es una reflexión en voz alta- con el resto de la educación en 
su conjunto. No consideramos conveniente la integración de un representante de la ANEP con las 
mismas características puesto que, en definitiva, ello marca la formación, porque cuando se habla de 
los órganos de dirección se mantiene la misma estructura que tienen los otros organismos de la 
educación pública. 


Con respecto al artículo 18 de la Ley Policial -artículo 19 del proyecto de ley de Educación Militar-, 
entendemos que su concreción es excesivamente general y no resulta claro. En primera instancia, más 
que una propuesta, formularé una pregunta. En cuanto a los civiles que podrán ingresar al sistema, 
¿pueden egresar de Educación Primaria e ingresar directamente en el sistema militar? Creemos que 
deberían activarse convenios -ya existentes entre la ANEP y la educación policial y militar-, permitiendo 
que los estudiantes que estén en condiciones de ingresar a este sistema, primero pasen por Educación 
Media Básica. Esta cuestión no nos resulta lo suficientemente clara, porque nos parece que la 
disposición es bastante amplia. 


A su vez, se menciona la existencia de un estatuto exclusivo de los profesores y en cuanto a 
las formas de acceso, se establecen los mismos requisitos, se habla de aspiraciones y de concursos 
de oposición y méritos. En este punto, tenemos la siguiente duda. Con respecto a las asignaturas 
generales, al igual que se hace en el Bachillerato de Aeronáutica con UTU, ¿no se podrían establecer o 
utilizar los mismos listados de profesores, con las evaluaciones correspondientes que surgen de la 
ANEP, y dejar el espacio de la educación especial? Es decir, aquella que se remita claramente a la 
formación militar y a un conjunto de requisitos diferentes. 


Esa es nuestra evaluación general del proyecto de ley, que -insistimos- creemos que es un aporte 
significativo para una educación policial y militar de calidad y profundamente profesional. 


SEÑORA MOREIRA.- Ante todo, muchas gracias por la concurrencia y les pedimos si nos pueden 
enviar por correo electrónico las sugerencias escritas. 


Yendo al tema de las propuestas, en el artículo 16 -que define el Sistema de Educación Militar- se 
sugiere que a las autoridades de ese sistema -conducido por autoridades educativas del Ministerio de 
Defensa Nacional, autoridades educativas de las Fuerzas, Centros de Educación Militar y Docentes- se 
integre un representante de ANEP. Esto es para el Sistema de Educación Militar; ahora bien, ¿qué 
pasa con el Sistema de Educación Policial? 


SEÑOR LANDON!.- Sería la misma situación; la idea es que se pueda dar efectivamente una 
integración de la educación en forma real, o sea, que funcione como un sistema. 


SEÑORA MOREIRA.- Sí, nosotros lo propusimos cuando el Ministerio de Defensa Nacional sugirió la 
posibilidad de que la ANEP se pudiera integrar plenamente en los organismos de dirección. 


En lo que se refiere a la segunda propuesta, nos gustaría que se nos explicara un poco más la 
situación. Lo que se propone es activar acuerdos y convenios ya existentes como para que la 
Educación Media Básica pudiera ser recibida en el sistema común. 


SEÑOR LANDON!.- El artículo 18 se refiere a la complementariedad con el Sistema Nacional de 
Educación Pública, y expresa: “El Sistema de Educación Militar, sin sustituir a las instituciones del 
Estado que tienen este cometido como principal, puede brindar educación general, formación, 
capacitación técnica e instrucción a civiles en los niveles que correspondan”, etcétera. Lo que no nos 
quedaba demasiado claro era si el joven, una vez que termina la formación escolar, puede pasar a 
primer año de Educación Policial o Militar. 


(Dialogados.) 


SEÑOR GONZÁLEZ GUYER.- En realidad, ese artículo -que puede ser discutible- fue propuesto por el 
Ministerio de Defensa Nacional. El Sistema de Formación Militar -prefiero referirme a “formación militar” 
y no a “educación militar”; en todo caso, más adelante me gustaría referirme a ello- es extremadamente 
complejo y diverso. De lo que se está hablando aquí es, más bien, de cosas que hoy en día ya se 
están haciendo con determinados cursos que se imparten, como el de herrador, el de alambrador, el de 
técnico en telecomunicaciones, en fin, hay innumerables cursos, técnicos o semitécnicos, que muchas 
veces son únicos en el sistema general de educación, y estaría bien que pudieran abrirse a civiles. De 
hecho, para ingresar a una escuela militar de formación de Oficiales -me refiero a cualquiera de las 
tres- hay que cumplir ciertos requisitos y se pasa de Enseñanza Secundaria a ese Instituto. 


SEÑOR LANDON!.- Coincidamos en que queda bastante abierto, y es un poco el espíritu que impera. 
Precisamente, hacíamos referencia a las propuestas ya acordadas con la UTU, que son muchísimas, y 
con Enseñanza Secundaria, que también hay algunas. 


Nosotros hacemos acuerdo en eso y -reitero- ese es el espíritu. Como está, queda muy 
abierto y puede dar lugar a que -como se nos ocurrió mientras lo leíamos- los chiquilines pasen de la 
Escuela a primer año de formación militar y consolidar allí su educación básica. 


SEÑORA MOREIRA.- Nos gustaría que el profesor Landoni revisara este artículo y nos enviara una 
redacción alternativa. En el espíritu de la propuesta de reforma de la educación militar y policial, la idea 
era que se pudiera compartir más con el sistema de educación pública general, y que las asignaturas 
específicas se dictaran en los respectivos institutos. Entonces, pediría al profesor que hiciera una 
revisión para que este pensamiento se expresara en todo el texto pues hay una parte general y, luego, 
se establece lo relativo a la educación policial y militar. 


Cuando se señala que en las asignaturas generales se deben utilizar los mismos listados de docentes 
que ANEP, se está refiriendo al artículo 19 del proyecto de ley de los docentes. A su vez, con respecto 
a la movilidad de los docentes de la Educación Pública, también le pediría al profesor que nos hiciera 
llegar una redacción sobre el artículo 19 que contemplara esta idea. 


SEÑOR GONZÁLEZ GUYER.- En primer lugar, agradezco la invitación a esta Comisión del 
Parlamento: siempre es un honor y una satisfacción poder contribuir con lo que uno ha estudiado. La 
verdad es que hasta ahora nunca había tenido este honor y satisfacción. Por lo tanto, lo celebro como 
un acontecimiento personal importante. 


En segundo término, quiero decir que me comprenden las generales de la ley porque participé en la 
redacción del anteproyecto, pero no puedo hablar en nombre de la UdelaR, porque nunca lo aprobó. 


A partir de los planteamientos del señor Inspector, antes de hacer algunas evaluaciones generales, 
quería señalar dos pequeños detalles. Como no soy jurista, no tengo claro lo relativo al reconocimiento 


de los institutos; no sé si corresponde o no, o si lo que se debe homologar son los diplomas. 


Con respecto a lo que planteaba el profesor Landoni sobre el artículo en discusión, me parece que es 
importante señalar que el nivel educativo de algunos institutos militares no se corresponde 
estrictamente con el de la ANEP. Entonces, tendríamos que estudiar mejor esta propuesta porque los 
institutos de formación de oficiales tienen nivel terciario, y con algún agregado al final se transforman 
en universitarios, con excepción de la Fuerza Aérea pues estaba en discusión si para el ingreso se 
exigía o no el Bachillerato completo. Por lo tanto, no sé si el nivel es estrictamente terciario. Durante 
mucho tiempo se priorizó el tema de la edad porque para manejar aviones era preferible que se tratara 
de gente muy joven, con reflejos rápidos; por eso, cuando llegan a la edad madura para actuar como 
aviadores, todavía son muy jóvenes. 


Por otra parte, a modo de comentario, quiero dejar en claro las dificultades que encontramos en la 
Comisión para cumplir con el mandato de la Ley General de Educación y elaborar algunos lineamientos 
para un anteproyecto de ley de educación militar y policial. Creo que cabe preguntarse qué cosas 
podíamos agregar de mayor precisión y de menor nivel, si se quiere, cuando de lo que se trataba era 
de elaborar una ley, de acuerdo con lo que ya decía la Ley de Educación General. Por eso, la mayor 
parte de los elementos que aparecen en el proyecto no hacen más que ratificar lo que ya dice la 
mencionada ley. Sin embargo, creo que es muy importante señalar la relevancia que este tema tiene 
para instituciones muy jerarquizadas, con competencias muy delicadas, como es el manejo de medios 
de violencia y que funcionan de manera muy reglamentada. Hay que tener presente que todo lo que 
hace un militar o un policía debe estar perfectamente establecido en los reglamentos y en las 
directivas, por lo que no es malo que, aunque resulte repetitivo, haya una ley específica que incluya a 
los militares y a los policías. 


Otra dificultad que tiene que ver con ese tema, se relaciona con que las Fuerzas Armadas -aclaro que 
soy especialista en temas vinculados con las Fuerzas Armadas y la defensa nacional, ya que nunca he 
intervenido en temas de seguridad pública- son instituciones altamente diferenciadas del resto del 
Estado, por lo que resulta bastante complejo intervenir en ese tema o intentar establecer aspectos que 
vayan más allá de estas cuestiones trasversales que son las que están en el proyecto de ley para 
apuntar hacia aspectos más concretos de las instituciones militares. 


La segunda valoración que quiero compartir con los señores Senadores y que, de alguna manera, nos 
obligó a manejar este tema con cierto cuidado, fue sostenida por los especialistas y nos obligó a 
corroborar ciertas cosas cuando establecimos contacto con las autoridades del sistema de educación 
militar. Algunos aspectos relativos a la formación de los recursos humanos son muy sensibles para las 
Fuerzas Armadas, lo cual es comprensible porque lo más valioso que tiene la Institución es su gente. 
Pero además, esto es así porque las Fuerzas Armadas son instituciones altamente apegadas a las 
tradiciones -lo que trasciende al caso uruguayo porque se da en todo el mundo-, que se perciben a sí 
mismas como distintas al conjunto de la sociedad por la función que cumplen, por los valores que 
deben inculcar a sus jóvenes oficiales y a quienes forman parte del personal subalterno; se trata de 
una denominación que me resulta antipática, pero así es. En esa Institución tienen un gran valor la 
obediencia y la disciplina y si se observa el reglamento, el R 21, que es el que regula el funcionamiento 
de las Fuerzas Armadas, se verá que las primeras cosas que establece como esenciales para el 
personal militar son la obediencia y la disciplina. En este punto, voy a explicar por qué me gusta más 
hablar de formación que de educación, ya que en cierta medida y sobre todo en los escalones más 
tempranos de la formación militar, los procesos educativos -lo que voy a decir hay que matizarlo-, los 
valores y la formación entran más por el cuerpo que por la mente. Quiero decir que más que el 
raciocinio, que es lo que caracteriza a los procesos educativos, en este caso, se aplica el rigor. Eso es 
lo que da las características al profesional militar que lo distinguen del conjunto de los civiles. Como 
bien se ha dicho, estas características se generan en el profesional a través del cuerpo. 


Esto se vincula muy directamente con la temática que los señores Senadores tienen entre manos, lo 
que nos obliga a reflexionar hasta dónde esto es bueno, malo o debe continuar siendo de esta forma, 
a pesar de que siempre ha sido así y que para las instituciones militares no debería haber cambios. 
Entendemos que hay que estudiar otras experiencias pero, en general, es aceptado que la formación 
militar se imparte con esta metodología. 


Con mucho respeto, debo dar un tirón de orejas al Parlamento en general y, en particular, a los señores 
Senadores miembros de la Comisión de Educación y Cultura porque desde que se aprobó la Ley de 
Caducidad, año 1986, y se estableció que el Ministerio de Defensa tenía que enviar cada año al 
Parlamento los planes de estudio de las instituciones militares, tengo entendido que esos mamotretos 
nunca salieron de la Presidencia de la Asamblea General. Más allá de que soy crítico de las 
instituciones militares, también lo soy respecto al comportamiento de la sociedad civil en general, de la 
academia en particular -estoy haciendo una autocrítica- y del Parlamento. Esto tiene que ver con 
muchas cosas que pasaron, que siguen sucediendo y que habrá que ir corrigiendo con el tiempo, 
relacionadas con la relación que existe entre las instituciones militares, la sociedad en general y las 
instituciones de gobierno. 


Creo que lo relativo a la formación militar y el aporte que hace este proyecto de ley, como primer paso 
en ese sentido, es central en el proceso de reforma de las instituciones militares que se inicia a partir 
de la aprobación de la ley marco. Los recursos humanos de una institución se forman a partir de un 
principio y su norte son las tareas que esta tiene que llevar a cabo. Entonces, para avanzar en este 
tema hay que hacerlo también en el proceso de reforma y rediseño de las instituciones militares, 
partiendo con otro deber que las instituciones de gobierno continúan sin hacer -parecería que la cosa 
está en la vuelta-, como es comenzar a elaborar políticas y directivas precisas de defensa nacional y 
militar. Luego de esto, las instituciones militares deberán comenzar a trabajar bajo la atenta supervisión 
del Poder Ejecutivo y del Parlamento. 


Finalmente, este proceso de reforma educativa y de reforma general de las Fuerzas Armadas 
supone otra cuestión, que es el déficit en la formación de recursos humanos con algún tipo de 
expertise en estos temas a nivel civil, porque sabemos que no es bueno que instituciones con 
competencias tan delicadas como esta se autogobiernen en alta medida, que es el fenómeno que 
sucede cuando no hay contrapartida de conocimiento de la sociedad civil. Las instituciones tienden a 
maximizar su bienestar institucional -esta es una ley en ciencia política-, de manera que cuando vienen 
aquí a pedir recursos o a lo que fuere, van a tratar de dorar la píldora para que el Parlamento les vote 
lo que están pidiendo. Entonces, hay que contar con algún tipo de conocimiento que permita balancear 
este fenómeno. Esto le haría mucho bien a las propias instituciones militares y al conjunto del sistema 
de defensa del país que se está tratando de construir. 


Pido disculpas por la extensión de mi exposición y vuelvo a agradecer a los señores 
Senadores. 


SEÑOR LORIER.- Ante todo, y formalmente, quiero agradecer la visita de la delegación. 


A raíz de las intervenciones de todos nuestros invitados pero en particular del Consejero 
Landoni, se nos ocurrió una posibilidad. Entiendo que la propuesta concreta que nos hacen es la de 
integrar a un representante de la ANEP en el sistema de dirección. Sobre esa base, entonces, la 
reflexión que me gustaría plantear, por la lectura de la ley y los niveles de educación que se 
mencionan, es si las universidades -porque acabamos de aprobar la creación de la Universidad 
Tecnológica- no deberían también estar presentes. Todos sabemos que hoy por hoy, como bien lo 
señalaba el señor González Guyer, cada vez tenemos requisitos más importantes para la formación de 
cualquier ser humano, pero en el caso de las Fuerzas Armadas indudablemente también hay 
elementos terciarios muy importantes. Se me ocurre, por ejemplo, que en esta experiencia de la cabina 
simuladora que se realizó en Uruguay y que va a servir para toda la Unasur, para el entrenamiento de 
los pilotos, hay un nivel terciario indudable. Pero luego, por ejemplo, pensando en el futuro, hay toda 
una experiencia de desarrollo de un satélite nacional, donde intervienen la Facultad de Ingeniería, 
Antel, etcétera. Sin duda, en este caso tenemos un nivel muy importante de investigación. Creo que no 
estaría mal la interrelación entre todos los elementos. 


De manera que, compartiendo la presencia de la ANEP en la Dirección con un representante, 
sugeriría que, si estuviéramos de acuerdo en el concepto general, pudiera manejarse también la 
posibilidad de la integración de representantes de la Universidad de la República y de la Universidad 
Tecnológica. 


SEÑORA MOREIRA.- Quisiera plantear varias preguntas y alguna reflexión. 


La primera pregunta refiere a los institutos terciarios. El profesor Julián González Guyer indicaba que 
no existía una estricta equivalencia entre el nivel de formación en el Ministerio de Defensa Nacional y 
en las Fuerzas Armadas. Personalmente entendí que el comentario estaba referido a los institutos 
terciarios, de manera que me gustaría saber si no deberíamos hacer un estudio de equivalencia de 
toda la educación policial y militar con la educación pública. La Universidad ha ido hacia un sistema de 
créditos, pero ¿cuán avanzados estamos en el tema? Pienso que si queremos tener movilidad 
horizontal o si queremos reforzar la educación pública dentro de la educación policial y militar, 
deberíamos tener un sistema de equivalencias armado. Las preguntas que yo haría serían: ¿Cuán 
armado está eso? ¿Se está por armar? ¿Sería deseable que se armara? 


Por otro lado, me gustaría saber por qué las Fuerzas Armadas dictan cursos técnicos como el de 
aserrador, porque parecería más propio que lo hiciera la UTU. ¿Eso se fue desarrollando por la vía de 
los hechos porque no hay tantos profesores? ¿No se podría hacer una economía a escala y compartir 
recursos entre la UTU y los Centros de Formación Técnico Profesional? Desde el ámbito público se 
han ido creando otras cosas para la educación técnica, entonces, quería preguntar por qué las Fuerzas 
Armadas han desarrollado estos cursos que son más propios de la UTU. ¿Se podrían compartir los 
docentes? En la educación técnica tampoco tenemos tantos recursos calificados y sobre esto me 
gustaría preguntarle al señor Landoni qué posibilidades tenemos. Además, Mujica insistía mucho en 
que no había cursos de esquilador. 


El artículo 15 refiere a la educación militar. Estoy de acuerdo con fomentar el desarrollo y la formación 
ciudadana del personal militar, con fomentar la formación profesional integral y armónica, y con 
promover la formación en los aspectos ético-profesionales, pero lo que no entiendo es que cuando 
aparece lo propiamente militar, se habla del arte y la ciencia de la guerra. Me parece antiquísimo todo 
eso. Se lo pregunté a Planchón y me dijo que quizá se diera Maquiavelo, pero no entiendo por qué 
tener una definición como esa. Entiendo que el tema de la defensa se ha complejizado y se han 
incorporado componentes de inteligencia, pero lo único específico que encontré sobre la formación 
militar es “El Arte de la Guerra”. Todo lo otro son aspectos genéricos que son tanto militares como para 
otros. Me parece que la defensa es un concepto mucho más complejo y quizá exista la manera de 
redactar esto nuevamente para incluir un concepto de defensa que sea un poco más amplio. De todas 
formas, esto lo dice alguien que no sabe nada del arte de la guerra, a pesar de que doy Maquiavelo. 


Con respecto al tema de la formación quiero hacer un simple comentario. Entiendo bien la reflexión del 
profesor Julián González de por qué se parece más a la formación que a la educación. La formación 
del cuerpo se parece más a un adiestramiento que a otra cosa. Los animales son puro cuerpo -y esa 
es una definición muy aristotélica-, pero los seres humanos tienen la razón. Se puede entrenar a un 
animal, pero a un ser humano se lo educa. Desde esta perspectiva, me gustaría saber cuál es la 
opinión del profesor González y qué considera que habría que incrementar dentro de la formación para 
que esta se transformara en educación y no fuera puro adiestramiento. 


Los planes de estudio van al Parlamento y llegan a la Asamblea General, ¿pero no van a la ANEP? A la 
Asamblea General llegan miles de cosas, pero supongamos que las observaciones del Tribunal de 
Cuentas que llegan al Parlamento y que nadie mira -porque eso es verdad- también le llegan a las 
instituciones ya que hay una doble circulación de observaciones. Entonces, mi pregunta apunta a saber 
si el sistema de educación pública no debería ser el primer recibidor de los planes de estudio, porque 
estos llegan siempre a una institución pública como, por ejemplo, los planes de la Universidad, que 
llegan al Consejo Directivo Central, etcétera. Entonces, consulto si no podríamos intentar -quizás 
podría figurar en el texto del proyecto de ley- que los planes de estudio, tanto militares como policiales, 
tuvieran una contrapartida pública que no fuera la Asamblea General. Digo esto porque, por más que 
los analicemos en la Comisión de Educación y Cultura, nosotros no somos expertos en esto y ni 
siquiera lo somos en educación, sino que somos políticos que trabajamos en el tema. Me parece que 
esto requiere una mirada experta desde adentro del sistema público. 


Como el licenciado José Besio trabajó en el proyecto de ley, quisiera consultarlo acerca de cuán 
integral piensa que es esta reforma con relación a lo que ya existe, cuánto es lo específico de 
formación militar y cuánto es lo común que hay en este proyecto de ley. 


La última pregunta que voy a formular tiene que ver con algo que puso el profesor Julián González, que 
me parece fundamental. Yo sé que él dirige el observatorio de las Fuerzas Armadas en nuestra querida 
Facultad de Ciencias Sociales. Si él pensara en una formación civil para los temas de la defensa, ¿en 
qué tipo de formación pensaría? ¿A qué nivel? ¿Sería una formación universitaria, sería un posgrado, 
sería un diploma, incorporaría eso a una carrera? ¿Cómo pensaría una formación para que los civiles - 
es cierto que hay una gran opacidad en el tema Fuerzas Armadas, por varias razones- estuvieran 
preparados para esto, ya que actualmente son pocos los que lo están? Entonces, si pensara en una 
formación, ¿sería a nivel de la Universidad? ¿Nosotros deberíamos dictar un posgrado de defensa? 
Quisiera saber qué es lo que piensan acerca de este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como muchas de las preguntas son de carácter general, propondría escuchar 
al licenciado Besio, para después hacer una ronda de respuestas de todas las preguntas que se han 
hecho, a fin de optimizar el tiempo. 


SEÑOR BESIO.- Antes que nada, agradezco a la Comisión de Educación y Cultura por brindarme la 
oportunidad de estar aquí, conversando estos temas con todos ustedes. 


Estamos hablando del proyecto de ley de rediseño de enseñanza militar y policial, y mi especialidad es 
Defensa Nacional, por lo que voy a centrarme más en este tema, aunque sin dejar de hacer referencias 
cruzadas con lo policial. 


El artículo 9* del proyecto de ley define la capacitación policial y la formación policial. 


Al Capítulo 11! “De la Educación Militar” le faltan definiciones. Por ejemplo, en el numeral 5) del artículo 
15 se habla de instruir, capacitar, perfeccionar y especializar a los militares, pero a esto hay que 
ponerle contenido. Cuando se proceda de esa manera vamos a poder correlacionar los cursos y los 
institutos con los niveles de la ley de educación, tal como figura en el artículo 22. Reitero, si no 
sabemos cómo es cada cosa, todo queda un poco en el aire. 


En cuanto a la pregunta de la señora Senadora sobre el tema de la guerra, ya que estamos en el 
artículo 15, quiero señalar lo siguiente. Ahora se utiliza mucho la expresión “teoría de los conflictos 
armados”, esto es inherente a las Fuerzas Armadas, y entonces no le veo mayor cambio. En otros 
países actualmente se maneja la expresión “teoría de los conflictos armados” o “historia de los 
conflictos armados”, pero esto no deja de ser de la guerra. 


El artículo 18 expresa: “El Sistema de Educación Militar, sin sustituir a las instituciones del Estado que 
tienen este cometido como principal, puede brindar educación general, formación, capacitación técnica 
e instrucción a civiles en los niveles que correspondan”. Aquí volvemos a tener una falta de 
definiciones. ¿Qué es educación general? ¿Es a lo que se refiere el artículo 27 de la ley de educación, 
cuando habla de educación media superior? ¿Una de las modalidades es esa? ¿Qué es formación, 
capacitación técnica e instrucción a civiles? Creo que ahí es necesario ponerle más contenido. ¿Por 
qué? Porque las instituciones militares, a su manera, lo tienen definido. Entonces, es un modo de 
otorgarle respaldo institucional y, además, marcar qué es lo que se quiere decir desde lo político. 


Asimismo, me da la sensación de que el artículo 18 habilita a que los sistemas de educación militar 
puedan dar educación, prácticamente, en todos los niveles. Personalmente, estoy muy de acuerdo, por 
ejemplo, con el bachillerato tecnológico aeronáutico, que se imparte en la Fuerza Aérea, Escuela 
Técnica Aeronáutica y UTU, y con los cursos de motores, que creo que da el Ejército en San Ramón, 
también con la UTU. Es decir que, a mi juicio, se trata de aprovechar las peculiaridades de la Fuerzas, 
pero no de entrar a crear cosas como, de hecho, lo están haciendo las autoridades del Ministerio, que 
están pensando en un Instituto Politécnico Militar o, inclusive, en brindar instrucción militar de 
educación básica; en este caso estamos hablando de alumnos de entre 12 y 15 años. Yo creo que está 
un poco general y que habría que darle un poco de contenido, de orientación, de conducción política, 
sin restringirlo, para enmarcarlo y que las propias instituciones sepan dónde se están manejando. O 
sea, aprovechando las sinergias, que el sistema de educación pública pueda hacer rendir las 
capacidades técnicas que hay, sin que las Fuerzas Armadas generen nuevas posibilidades para 
satisfacer ciertas demandas, ya que hay otras instituciones que tienen ese objetivo como primario. Por 


supuesto, en mi punto de vista, debería ser a partir del nivel de Educación Media Superior, de 15 años 
en adelante. También sigue pendiente el tema de la Educación Premilitar, porque el Ministerio de 
Defensa Nacional hace tiempo que está trabajando y no ha terminado de definir qué es la Instrucción 
Premilitar en los jóvenes de 15 a 18 años. 


Otro tema del artículo 18 refiere a que el Sistema de Educación Militar podrá recibir del resto del 
Sistema Nacional de Educación Pública, educación general, formación, capacitación técnica para el 
personal militar en los niveles que correspondan. Esto me parece muy bien, por el vocablo “podrá”. 
Hoy, el artículo 133 de la Ley N* 18.172, que corresponde a la Rendición de Cuentas del año 2006, 
aprobada en el 2007, dice que las unidades ejecutoras del Ministerio de Defensa Nacional solo podrán 
contratar servicios de formación, capacitación, perfeccionamiento, especialización y análogos fuera del 
sistema público, en los casos en que exista previa acreditación fehaciente de que este  -el sistema 
público- no los brinda, y autorización expresa del jerarca del Inciso. Quiere decir que puede ser en la 
parte de Educación Secundaria, pero en Educación Terciaria, en razón de eficiencia, el Ministerio de 
Defensa Nacional tiene que poder engancharse no solo con las instituciones públicas sino también con 
Universidades privadas -¿por qué no?- en proyectos. Y este artículo, que viene del 2007 -enganchado 
con el artículo 18 de este proyecto, que dice “podrá”-, también restringe. En mi opinión, esta es la 
oportunidad para derogar ese artículo 133 que obliga al Ministerio de Defensa Nacional a relacionarse 
primariamente solo con instituciones públicas y después, si estas no pueden brindar un servicio, recién 
entonces con instituciones privadas. De hecho, hay una cantidad de proyectos e interacciones con 
otras instituciones que, a veces, se pueden eventualmente frenar por esta limitación. 


En el caso de los docentes -artículo 19-, se considera docente al personal militar y civil que se 
desempeña como instructor o profesor de acuerdo a lo establecido por la normativa vigente. Pregunto: 
¿cuál es la normativa vigente? Es el Capítulo 22 del Decreto-Ley N* 14.157, del año 1974, artículos 
222 a 226. Esto significa que el 21 de febrero próximo cumple cuarenta años. Y el hecho de cumplir 
cuarenta años hace que, de por sí, requiera una mirada, una revisión. Pero el Sistema Educativo de 
las Fuerzas Armadas no está colgado en el aire, sino enganchado con una gestión de recursos 
humanos, una política militar de defensa y una política de defensa que, como se ha dicho, todavía no 
ha terminado de elaborarse, de manera que es todo un gran sistema que no acaba por articularse 
eficientemente. 


Por tanto, considero que este artículo debería ser más genérico, como el artículo 10 de la Educación 
Policial; algo así como que los docentes se regirán por el Estatuto Docente General propio del sistema, 
juntando los artículos 19 y 20, y dando plazos. Por ejemplo, diciendo que el Ministerio de Defensa 
Nacional elaborará un Estatuto de Personal Docente, porque si no tenemos la normativa vigente, 
entonces nos retrotraemos al año 1974. Y si vamos a la letra fría, solo son profesores los militares. Hay 
una cantidad de civiles, pero solo son profesores los militares, tal como dice el articulado. Instructores y 
profesores son cuando sus capacidades como militares los habilitan para dar la clase, en tanto profesor 
es aquel que es militar, pero cuyas capacidades como militar nada tienen que ver para dar la clase de 
materias como, por ejemplo, Geografía o Historia. Eso, según la letra fría del Decreto-ley del año 1974. 
Reitero que solo dice militares; el instructor tiene que mostrar sus capacidades como militar para dar la 
clase y el profesor es un militar, pero eso no tiene nada que ver sus capacidades para dar las clases - 
de Geografía o Historia-; es la letra fría del año 1974. En lo personal, soy consciente de que hay 
muchos profesores civiles y eso no se cumple de esa manera. Entonces, hay que hacer una revisación, 
pero como no podemos hacerla en el aire, vamos a tener que hacer algo más general: elaborar un 
estatuto y trabajar sobre él, sin retrotraernos -como figura en este artículo- al Capítulo 22 del Decreto- 
Ley N* 14.157 porque es viejo y, obviamente, allí no se prevé la educación a distancia ni trabajos en 
intranet o bases educativas, porque no existían. 


Por otra parte, el Ministerio de Defensa Nacional tiene un Director de Formación Militar, pero no 
tenemos definido qué es formación militar. Digo esto porque, por la experiencia que tuve como 
consejero de formación militar, sé que hay que diferenciar entre formación militar, entrenamiento o 
capacitación. Esta Dirección no está en el organigrama y su Director no tiene definidas competencias ni 
roles; por lo tanto, me parece que es una buena oportunidad para cargar de contenido institucional a 
esta Dirección a los efectos de definir, aunque sea someramente, roles y competencias, de modo de 
enmarcar la actividad de ese Director con un objetivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir a todos los estimados invitados que han hecho propuestas de 
modificación a artículos que la máxima de esta Comisión es: quien propone, escribe. Entonces, serán 
bienvenidas las propuestas por escrito del Consejero Landoni y del Licenciado Besio. 


Para contestar las preguntas que realizaron el señor Senador Lorier y la señora Senadora Moreira, 
vamos a dar la palabra al Consejero Landoni, al magister González Guyer y al licenciado Besio o al 
Inspector Diego. 


SEÑOR LANDON!.- Antes de contestar las preguntas de los señores Senadores, quisiera hacer una 
pequeña reflexión que tiene que ver con la educación media básica y su aprobación. 


Queremos aclarar bien cuál es la formación de ingreso, sobre todo teniendo en cuenta lo que 
se dijo en cuanto a que hay personas que acceden a los cursos pero que ni siquiera han terminado su 
educación básica. Creo que esto tiene que estar unido a los lineamientos generales de la política 
educativa nacional para buscar todos los mecanismos para que esas personas puedan lograr la 
educación media básica completa. Ese es un trabajo que estamos haciendo a nivel de la educación 
pública en general y, ni que hablar, de la educación policial y militar. Es claro que no tenemos la 
cantidad de gente formada que necesitaríamos para atender este crecimiento tan importante de la 
educación técnica en el Uruguay y esa es una dificultad. Por eso, destacábamos la existencia de 
cursos a distancia o semipresenciales a través de distintos mecanismos informáticos, que nos permiten 
desarrollar propuestas en la UTU en lugares a los que antes no podíamos acceder y formar a mayor 
cantidad de personas. Hay que destacar que ANEP tiene estos recursos y, por tanto, es importante una 
profunda coordinación. En realidad, en algunos casos ya existe coordinación porque, por ejemplo, para 
poder hacer el curso de soldador en San Ramón hubo que buscar una nivelación, por llamarlo de 
alguna manera, de forma que los funcionarios policiales o militares pudieran entrar en las propuestas 
de cursos básicos u otros. También hicimos un gran esfuerzo para poder trabajar en el bachillerato de 
Aeronáutica. Hemos tratado de ser flexibles con algunos requisitos de modo que se pueda desarrollar 
alguna experticia en el plan de estudios existente y de esta forma hacer aportes a la educación 
general. La Consejera Capurro y quien habla no participamos en la Comisión, pero entendemos que es 
muy difícil trabajar con aspectos particulares, como se plantea aquí, cuando se trata de una ley con un 
carácter muy general. De alguna manera, algunos aspectos habrá que completarlos a medida de que 
se apruebe algo general que nos permita empezar a profundizar. Una vez que esto esté aprobado, 
habría que abordar los planes y programas, los objetivos generales e, inclusive, actualizar los 
programas que ya existen, los objetivos de las Fuerzas Armadas y de la Policía, que son distintos a los 
del año 1974, cuyo contexto histórico era de terror en comparación con lo que vivimos hoy. 


Me parece una buena propuesta que los planes y programas sean analizados por 
especialistas, sobre todo en lo que tiene que ver con la educación general -nuestros inspectores son 
los referentes generales de la ANEP-, o por la Universidad de la República, como planteaba el señor 
Senador Lorier. La idea es que se pueda dar una mirada general para saber qué se está enseñando 
ahí. Insisto: rescato la propuesta general como un cambio importante, como el oxígeno necesario para 
todas las instituciones, particularmente de esta que, a pesar de esfuerzos, ha estado muy encapsulada, 
y que se debe ganar la confianza de la población. Sería bueno que los jóvenes se interesaran en estos 
temas, que son muy importantes para un Estado. 


SEÑOR GONZÁLEZ GUYER.- Me quiero referir a una serie de cuestiones planteadas por la señora 
Senadora Moreira. 


Con relación al tema de las homologaciones y equivalencias, hace unos cuantos años un asistente que 
trabaja en el programa que dirijo -actualmente está trabajando en otro lado, pero permanece vinculado- 
hizo un trabajo referido, justamente, al tema de equivalencias y homologaciones de la educación 
militar. Allí hay una situación bastante compleja. La mayor parte de las acreditaciones y 
homologaciones se aprobaron por los años '90 por Decreto del Ministerio de Educación y Cultura, y 
quizás merezcan algún tipo de estudio más detallado. Incluso, unas tienen rango universitario y otras, 
nivel terciario. ¿Qué quiere decir eso? Ahí hay todo un lío, una madeja, que hay que ir desatando de a 
poco, aunque me parece que esta no es la oportunidad de hacerlo. Lo que sí es cierto es que de parte 
de las instituciones militares hay una aspiración para lograr un reconocimiento para su sistema de 


formación, su sistema educativo, sus institutos, etcétera, que es muy legítima; pero hay que ver si 
efectivamente están al nivel que a veces se pretende ponerlo. 


Y hay otro problema: a la hora de hablar de equivalencias y reconocimientos, hay muchos. Por 
ejemplo, existen a nivel de la Facultad de Derecho y en Ingeniería. Son acuerdos más puntuales de 
Facultades de la Universidad con institutos de educación militar. Ahí se cruza el problema de la 
metodología de enseñanza, que no es menor. A veces la letra fría de un programa es una cosa, pero 
en la educación los aspectos informales de cómo se desarrolla el proceso educativo son muy 
importantes. En la iniciativa aparece la promoción del espíritu crítico. Eso es algo que en los institutos 
de formación militar no existe, se desconoce, porque no está en su espíritu formar individuos críticos; al 
contrario, deben ser obedientes y disciplinados. Quiere decir que hay cosas para desmenuzar con 
mucho más cuidado. 


En cuanto a los cursos de la UTU que planteó la señora Senadora, debo decir que el profesor Tomeo 
participó en una parte del trabajo de la Comisión que elaboró el anteproyecto y conoce bien los temas 
de la UTU. Contó muchas cosas interesantísimas. La UTU tiene un origen militar; era un instituto 
militar. 


(Interrupción del señor Senador Lorier que no se escucha.) 


Figari fue quien le dio el carácter civil. Previamente, los padres cedían la patria potestad a la UTU y 
hasta hubo casos en que se les negó la posibilidad de recuperarla, según nos contó Tomeo. 


(Interrupción de la señora Senadora Moreira que no se escucha.) 


Estamos hablando de principios del siglo pasado. 


Las instituciones militares se encuentran dentro de lo que un sociólogo llamado Goffman conceptualizó 
como instituciones totales. Una institución total es un barco, un manicomio y también, en cierta medida, 
las Fuerzas Armadas. Son instituciones a las que el individuo ingresa y queda contenido, teniendo poco 
vínculo con el exterior ya que todo transcurre allí adentro. Las instituciones militares tienden a ser 
autosustentables, como las viejas industrias que procuraban tener todo en su interior. Si uno analiza las 
instituciones militares verá que hay panadería, sanidad, colonia de vacaciones, es decir, todo. El 
individuo entra a la Escuela Militar o a la Escuela de Formación de Oficiales y hasta que muere está 
adentro de una especie de cápsula en la que hay muchas cosas solucionadas y también obligaciones a 
cumplir. En el Ejército hay un liceo y creo que hasta escuela extraedad para los soldados, quienes 
muchas veces se olvidan de leer y escribir. Además, para ascender deben hacer cursos y llegar a 
ciertos niveles. El personal no va a la escuela extraedad de la ANEP, sino que concurre a su propia 
institución. Así son todas las cosas. Algunas profesiones u oficios se mantienen porque son necesarias 
ya que, por ejemplo, tienen las caballadas y tienen que herrarlas, etcétera. El hecho de ser institución 
total da a las instituciones militares esa tendencia a absorber, en vez de integrarse. Es muy notable en 
el proyecto de ley esa tendencia a absorber, pero no a integrar. No he insistido en esta cuestión -soy 
absolutamente sincero- porque me parece que estas son cosas para más adelante y que hemos 
logrado avanzar de forma significativa con este proyecto de ley, por lo que podemos empezar a 
caminar. 


Existen viejos planteos que radican en que la formación de los Oficiales en materias de 
carácter general, deben hacerse en instituciones públicas junto con los civiles, y las materias propias y 
específicas de la profesión militar, deben hacerse en las escuelas militares. Esa es una posibilidad, y 
hay países donde se lleva a cabo de esa manera. Aunque quizá todavía estemos demasiado verdes 
para esto, considero que la decisión la deben tomar los señores Senadores. 


Quiero dejar constancia -iba a manifestarlo anteriormente pero lo he olvidado- que cuando los 
Oficiales de las Fuerzas Armadas expusieron sobre el tema, se advertía que estaban nerviosos, que el 
tema les preocupaba terriblemente, se cuestionaban qué cosas haríamos con ellos y con la formación 
de los recursos humanos. Estaban preocupadísimos, preocupación que fue cediendo en la medida en 
que se iban dando cuenta de que no íbamos a poner un elefante dentro de un bazar. 


Respecto a los planes de educación militar remitidos al Parlamento, considero que son los señores 
Senadores quienes deberán tomar una decisión al respecto. Los Legisladores han votado la Ley de 
Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado y allí introdujeron ese artículo y los militares cumplen - 
como buenos militares que son-: lo entregan al Ministerio y este lo envía al Parlamento. Quizá no sea 
malo. He tenido oportunidad de acceder a los mamotretos que hay en el Parlamento, he visto los 
planes y he percibido una mejoría en cómo se presentan los mismos. Ahora bien, si uno compara cómo 
se presenta cada materia, esos documentos no brindan el nivel de información que normalmente 
deben brindar cuando se elabora un plan de estudio en una institución académica. Pero debo decir que 
existe una voluntad de mejorar. 


Tal como expresaba el licenciado Besio en cuanto al arte de la guerra, en última instancia las Fuerzas 
Armadas están para ir a la guerra. Los uruguayos no lo tenemos incorporado porque nuestras Fuerzas 
Armadas nunca se han dedicado a eso. Inclusive, los valores del militar heroico en el caso de nuestro 
país -esto me lo han contado estudiantes de sociología que cursan conmigo y han realizado algunas 
entrevistas- se basan, mucho más que en la guerra, en una cuestión de cumplimiento puntual de tareas 
que nadie hace, de una manera que nadie hace; en la disposición a estar veinticuatro horas sobre 
veinticuatro horas, a levantar basura e ir a lugares recónditos. Allí se expresa la heroicidad del militar 
que refleja el concepto de que las instituciones militares se han desarrollado por una cuestión de 
historia y de experiencia. Más allá de todo esto, el hecho es que las instituciones militares existen para 
ir a la guerra. 


SEÑORA MOREIRA.- Me parece que lo del arte de la guerra no puede justificar una institución de 
porte de las Fuerzas Armadas en el Uruguay porque la guerra es eventual. Cuando las Fuerzas 
Armadas asisten al Parlamento, traen sus fundamentos sobre presupuesto y tratan de fundamentarlo 
en tareas permanentes, porque la única manera de justificar una institución de este tamaño es 
asociarla a tareas permanentes, tal cual lo hace la Policía, y nadie discute su función. Entonces, 
cuando tratan de asociarse a tareas permanentes, sobre todo porque no es una institución chica y lleva 
muchos recursos y muchos efectivos, aparece la fundamentación de la defensa de los recursos 
naturales, de las fronteras, del cuidado de las aguas, en fin, cosas que no tienen nada que ver con la 
guerra, porque la guerra es una eventualidad, y creo que el Uruguay tiene conciencia de que su 
capacidad disuasoria ante un ataque exterior es muy pequeña, muy reducida, como para que la 
justificación de las Fuerzas Armadas esté vinculada a una eventualidad que, en caso de producirse, no 
seríamos capaces de enfrentar. 


En definitiva, creo que ni las propias Fuerzas Armadas ni el Ministerio de Defensa Nacional justifican su 
existencia con la guerra, sino con otras cosas que forman parte de las tareas permanentes para llevar 
a cabo la custodia de una nación. Como ese es el espíritu con el que se justifica el gasto, la estructura 
y el presupuesto que tienen las Fuerzas Armadas, parece asimétrica esa autoidea de las Fuerzas 
Armadas de definirlas por el arte de una guerra, cuando en este país no hay una guerra desde hace... 
Y las Fuerzas Armadas tampoco quieren justificarse a sí mismas por un hecho absolutamente 
excepcional, porque entonces habría que pensar en otro tipo de estructura y no en una Fuerza 
permanente con 27.000 efectivos; para una eventualidad se pensaría en otra cosa. 


Me parece que eso no está bien reflejado en los planes de estudio, aunque el licenciado Besio 
dice que allí no aparece nada de lo que debería aparecer que sea más específico de una formación 
militar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Retomemos la senda del motivo de la convocatoria, puesto que la señora 
Senadora Moreira nos está invitando a un debate muy interesante en el que conocemos su posición -la 
respetamos mucho y la valoramos- pero no es el objetivo de esta comparecencia. Con mucho gusto, 
otro día podremos sentarnos a conversar sobre los objetivos de las Fuerzas Armadas en nuestro país y 
el rol que cumplen en el territorio. 


SEÑOR GONZÁLEZ GUYER.- Brevemente, quiero decir que esta es una de las paradojas de la 
Defensa Nacional: uno tiene que invertir muchos recursos en algo que espera que no pase y que 
trabaja para que así sea y, sin embargo, en caso de que ocurra, si uno no está preparado, no hay 
forma de enfrentarlo porque lleva mucho tiempo y muchos recursos. 


Finalmente, en lo que respecta a la formación de civiles -que sí se relaciona con este proyecto de ley-, 
cabe agregar que es una formación, más bien, de posgrado que admite formaciones de grado muy 
diversas porque es un tema muy amplio en el que podrían caber muchos especialistas, como en 
Historia o en Sociología. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión está sin número para sesionar pero, sin perjuicio de ello, vamos 
a darle la oportunidad al licenciado Besio de hacer una intervención final. 


SEÑOR BESIO..- Con relación a lo que decía el señor González Guyer, en Uruguay estos temas no se 
estudian a nivel universitario, pero sí se lo puede hacer en otras partes del mundo, donde hay hasta 
maestrías, como en la Universidad Católica de Chile, y en Argentina hay áreas de investigación sobre 
este tema en la Universidad Nacional de Quilmes, en la Universidad del Salvador, en la 
Universidad Nacional de La Plata, y en la Universidad Torcuato Di Tella. 


Con relación a la preocupación de las Fuerzas Armadas por el tema de los recursos humanos, ya no 
estamos en la época del militar heroico, sino del militar postheroico. Entonces, es desde la política, en 
articulación con las Fuerzas, que hay que definir cambios, pero en conjunto, conversando los temas, y 
si no se los define, como toda institución corporativa, va a mantener la inercia. Eso es así; no tiene otra 
vuelta. Si el militar más crítico no puede ser crítico, tenemos que darle otras herramientas. Pero esto 
toca no solo a la educación, sino también, al área de gestión humana, al sistema de cargos y 
comisiones, a los ascensos y a los retiros. Quiere decir que volvemos a lo que es la política militar y la 
de defensa. Se tendría que haber empezado al revés: primero la política de defensa; después la 
política militar; luego, qué tipo de personal requerimos, qué sistema de Armas -por ejemplo, los 
militares- y para qué, porque la política es la que dice qué voy a defender y, en función de eso, qué 
recursos humanos se necesitan. Este es el problema que tiene este proyecto, porque en algunos casos 
es muy amplio y, en otros, muy general. 


Con relación a las definiciones, quiero decir que debemos incluir algunas -así como el propio proyecto 
de ley lo dice respecto de la Policía- para marcar el tema educativo de las Fuerzas Armadas. 


SEÑOR LORIER.- Quiero hacer una última reflexión, porque no hubo una explicación acerca de la 
Universidad. En este sentido, nos gustaría saber -lo conversábamos con el señor Presidente de la 
Comisión y con la señora Senadora Moreira-, si pueden enviar un informe al respecto, pues sería algo 
concreto a incorporar. 


Como última reflexión, quiero decir que este proceso que inicia el Uruguay es un proceso de 
destotalización, es decir, que busca que lo que es totalizador empiece a tener ramificaciones y vínculos 
que complementen, en una sociedad de recursos escasos como la que vivimos. 


SEÑOR LANDON!..- En realidad, debo decir que, en estos últimos tiempos el Ministerio de Defensa 
Nacional ha puesto al servicio de la población espacios que para nosotros eran vitales para poder 
desarrollar propuestas educativas. En este sentido, quiero mencionar un lugar emblemático, que es 
donde está el Liceo Militar, en Toledo -donde todos los servicios que allí hay, como piscina, cocina, 
etcétera están, justamente, al servicio de los jóvenes de la Escuela Técnica, que ahí trabajan-, y que 
ha podido desarrollar propuestas de educación básica como, por ejemplo, en deportes, utilizando las 
instalaciones. Este es un ejemplo que, justamente, rompe con esa visión del servicio que se presta y 
que ha permitido lograr una base significativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sucede lo mismo en la Escuela Naval, en Carrasco. 


Agradecemos muchísimo los aportes que han realizado y estamos a la espera de las tareas que 
deberán hacernos llegar, a través de la Secretaría de la Comisión. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 37 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


